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Exp.51/2021 


PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

EXP: 51/2021/1
RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTOR: **********.
AUTORIDADES DEMANDADAS:

H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE REYES, SAN LUIS POTOSI Y OTRAS AUTORIDADES. 

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ROSALINDA CORONADO VILLALOBOS.

San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciocho de noviembre de dos mil veintidós.  

V I S T O S  para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 51/2021, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el diecinueve de enero de dos mil veintiuno, la Ciudadana**********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el PRESIDENTE,  TESORERO Y H. AYUNTAMIENTO DE VILLA DE REYES, SAN LUIS POTOSI, y por el acto que a continuación se precisa: 
Los descuentos determinados en el memorándum número **********de once de febrero de dos mil veinte, emitido por la Síndico y Tesorero del H. ayuntamiento de Villa de Reyes, San Luis Potosí.
II.-Substanciado en cada una de sus etapas, el ocho de noviembre de dos mil veintidós, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda y contestación respectivas, haciéndose constar que a las partes no se les desechó ninguna prueba. Se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos se certificó que no se formularon éstos por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, para el dictado de su resolución.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad Municipal perteneciente a esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de la compareciente en este juicio.


La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con los documentos relativos a los descuentos efectuados mediante los recibos exhibidos en su escrito inicial de demanda, mismos que fueron determinados con base en el memorándum número **********de once de febrero de dos mil veinte, el que obra en autos a fojas 287 del presente expediente, en copia debidamente certificada, a la cual se le concede valor probatorio pleno, en términos del numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
De igual forma, la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el Presidente Municipal, Síndico Municipal y Tesorero, todos del H. Ayuntamiento de Villa de Reyes, San Luis Potosí, quienes la calidad con la que comparecen, con la copia certificada del ejemplar del Periódico Oficial del Estado que contiene la integración de los 58 cincuenta y ocho Ayuntamientos comprendidos  en el Estado de San Luis Potosí, mismos que estarán en ejercicio en el período del 1° de octubre del año 2021 al 30 de septiembre del año 2024, en donde se desprende que las autoridades comparecientes (Presidente y Síndico Municipal) detentan la calidad con que se ostentan , por lo que se colma lo establecido en el artículo 220 párrafo segundo del Código en comento.

Por lo que respecta al Tesorero Municipal, conforme a lo establecido por el párrafo tercero del numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, acredita el carácter con que compareció, mediante la copia certificada del nombramiento expedido a su favor, mismo que obra a fojas 216 del presente expediente.

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, queda plenamente demostrada con las documentales descritas en el Resultando I y Considerando Segundo de esta sentencia, las cuales corren agregadas a los autos de este expediente, generándose así los efectos legales correspondientes. 

CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

Las autoridades comparecientes, hacen valer la improcedencia del juicio de nulidad, argumentando en lo conducente lo siguiente:

“…Esta parte demandada estima que en el presente asunto se actualiza lo establecido en el artículo 228, fracción VI del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en el que establece la improcedencia del juicio, en virtud de que se trata de actos consentidos expresamente por el actor en virtud de no haberse promovido juicio dentro del plazo señalado en la ley de la materia que para este caso se encuentra regulado por el artículo 24 …
(…) situación que es clara de acuerdo a lo establecido por la parte actora y que BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD manifestó hacerse sabedora del acto impugnado el 15 de octubre del 2019 …”
Como se advierte, las enjuiciadas hacen valer la extemporaneidad de la  presentación de demanda, por lo cual resulta evidente que lo expuesto por la autoridad demandada guarda relación con el numeral 228 fracción VI, en concordancia con el numeral 229 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al argumentar que en el caso se trata de actos consentidos expresamente por el actor en virtud de no haberse promovido juicio dentro del plazo señalado en la ley de la materia.
La disposiciones legales en comento, disponen lo siguiente:

ARTÍCULO 228. "Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: 

...VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro;..."

ARTÍCULO 229. "Procede el sobreseimiento del juicio:

...II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;..."

La causal de improcedencia invocada resulta infundada con base en las siguientes consideraciones legales:

Del escrito inicial de demanda se advierte que la parte actora se sustentó en la sentencia de veintiocho de abril de dos mil veinte, dictada en el expediente número**********, relativo al Juicio para la Protección de los Derechos Político Electorales del Ciudadano, emitida por los Magistrados Integrantes del Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí, expediente en el cual la aquí actora fue parte promovente, documental que consta a fojas 48 a la 71 del presente expediente, a la cual se le concede valor probatorio pleno en términos del numeral 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Respecto de dicha documental, señaló que el Tribunal emisor se declaró incompetente para conocer del reclamo hecho por la aquí actora en aquel juicio, derivado de la disminución de sus dietas y falta de pago de las mismas, dejando sus derechos a salvo, para que si lo estimaba ajustado a sus necesidades y derechos, interpusiera la demanda conducente ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en el plazo establecido en el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en el entendido que dicho plazo empezaría a correr a partir de que causara ejecutoria dicha sentencia.

Ahora bien, de la sentencia de veintiocho de abril de dos mil veinte, dictada en el expediente número**********, relativo al Juicio para la Protección de los Derechos Político- Electorales del Ciudadano, en efecto se aprecia en lo conducente lo siguiente:
“…Así entonces, si la omisión de pago deriva de un acto administrativo que ordeno descontar parte de las ministraciones que recibe la actora, por concepto de un adeudo con el municipio, de cierto es entonces que, este Tribunal no sea competente por razón de materia para conocer de esa controversia en particular, siendo en consecuencia competente el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, por ser el facultado para conocer y resolver de las controversias de índole administrativo en que se ven inmiscuidos los gobernados, de conformidad con el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
(…)

…Lo procedente es dejar los derechos a salvo a la actora para que si lo estima ajustado a sus necesidades y derechos, interponga la demanda conducente ante el Tribunal Administrativo del Estado, en el plazo que establece el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, en el entendido de que el plazo empezara a correr a partir de que cause ejecutoria la presente sentencia, toda vez que la cosa juzgada genera la certeza a la actora sobre la controversia que aquí se examina.

(…)

...Ahora bien, la misma interpretación de la Jurisprudencia, sostiene la necesidad de que el gobernado acuda ante la vía o instancia adecuada en un plazo razonable, por lo que, bajo ese estándar de permisibilidad en el ejercicio de la acción, se estima que el plazo adecuado para que la actora ejercite su acción ante autoridad competente, sea dentro del término que al respecto sostiene el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, mismo que como ya se dijo, deberá empezar a computarse a partir del día siguiente de que causa ejecutoria esta resolución….”
Conforme a la transcripción que antecede, el Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí, determinó que en relación a la omisión de pago derivada de un acto administrativo que ordeno descontar parte de las ministraciones que recibe la actora, por concepto de un adeudo con el municipio, la competencia correspondía a este Tribunal, de ahí que dejó a salvo los derechos de la actora para formular la impugnación correspondiente dentro del plazo que establece el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en el entendido de que el plazo empezaría a correr a partir de que cause ejecutoria la citada sentencia, toda vez que la cosa juzgada genera la certeza a la actora sobre la controversia que se examinó.
En las relatadas condiciones, si la sentencia de veintiocho de abril de dos mil veinte, dictada en el expediente número**********, causó ejecutoria mediante auto dictado el día veinte de noviembre de dos mil veinte, el cual fue debidamente notificado por lista de acuerdos del Tribunal Electoral del Estado de San Luis Potosí, publicada en los Estrados de la misma, esto el veintitrés de noviembre de dos mil veinte, como se aprecia del documento relativo a la citada notificación, el que fue exhibido por la parte actora, y consta a fojas 44 a la 47 del presente expediente; entonces el plazo para ejercitar la acción en este Tribunal, empieza a computarse a partir del día hábil siguiente, es decir del 23 de noviembre de la citada anualidad.
En las relatadas condiciones, se colige que el término establecido en el artículo 24 fracción I, inciso b) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no transcurrió en exceso, pues si la sentencia causo ejecutoria mediante auto de veinte de noviembre de dos mil veinte, el término de presentación de la demanda inicia al día siguiente hábil es decir, el veintitrés de noviembre de dos mil veinte, por lo que tal plazo feneció el diecinueve de enero de dos mil veintiuno, de ahí que no se actualiza la extemporaneidad de la demanda de nulidad que hace valer la autoridad demandada, al haber reclamado el acto combatido dentro del plazo que la ley señala, toda vez que consta en autos que fue recibido en el buzón de promociones de este Tribunal, el sobre con número de folio**********, el día diecinueve de enero de dos mil veintiuno, el que contiene la demanda de nulidad presentada por la parte actora (ver foja 74).
A efecto de señalar el término de presentación de demanda que se menciona en el presente asunto, es necesario precisar los días hábiles que se tomaron en cuenta para determinar que la demanda presentada es oportuna: De noviembre: los días 23, 24, 25, 26, 27 y 30; de diciembre los días 1, 2, 3, 4, 7, 8, 9, 10, 11, 14, 15, 16, 17 y 18;  de enero de dos mil veintiuno, los días 6, 7, 8, 11, 12, 13, 14, 15, 18 y 19 .
En el recuento anterior resultaron inhábiles los días sábados, y domingos, con fundamento en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, así como los días comprendidos del 21 de diciembre de dos mil veinte al día cinco de enero de dos mil veintiuno inclusive, por tratarse del segundo período vacacional de este Tribunal, con base en el aviso publicado el día 14 de diciembre de 2020, por la Secretaria General de Acuerdos de este Tribunal.
Por tanto, en virtud de que la parte actora presentó su demanda en el buzón de promociones de este Tribunal, conforme al sobre con número de folio**********, el día diecinueve de enero de dos mil veintiuno, en el cual se hace constar el sello de la Oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el 19 de enero de 2021 según se advierte del sello de recibido visible en el sobre respectivo, y al frente de la primera foja del escrito de demanda, es indudable que al momento de su presentación se encontraba dentro del término que conforme a su derecho tuvo para impugnar el acto que reclama, dado que el día diecinueve de enero de dos mil veintiuno precluía el plazo de 30 días hábiles que señala el referido artículo 24 fracción I, inciso b) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para efecto de que el accionante hiciera valer su derecho de acción ante esta Sala Unitaria, lo cual así aconteció, por lo que resulta indudable  la presentación oportuna de su demanda, y por ende no se actualiza la improcedencia y sobreseimiento que hacen valer las autoridades demandadas.
En ese sentido, se tiene que del estudio practicado al sumario, esta Sala Unitaria no advierte que existan causales de improcedencia o sobreseimiento que se deban examinar de oficio. 
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se tienen aquí por reproducidos, por economía procesal. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; Novena Época, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, Apéndice 2000, Página 414, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. ...”
SEXTO.- Previo al análisis de los conceptos de nulidad planteados, se precisa que la litis en el presente juicio se limita a determinar si la autoridad demandada se ajustó a derecho al efectuar los descuentos a la parte actora, los cuales derivan de un supuesto adeudo con el Ayuntamiento, por concepto de erogaciones de gastos médicos.

A juicio de la suscrita Magistrada de esta Primera Sala Unitaria, los agravios expuestos por la accionante, resultan fundados con base en las consideraciones que se exponen a continuación:
En principio es menester señalar que, el acto impugnado en el presente juicio es relativo a los descuentos efectuados a partir de la primera quincena del mes de octubre de 2019, que ordenó descontar la parte demandada, respecto de las ministraciones que recibe la parte actora, por concepto de un supuesto adeudo con el municipio.
Como quedo señalado, la controversia contenciosa administrativa versa en lo atinente a los descuentos efectuados a la actora; constando en autos el oficio memorándum**********, del día once de febrero de dos mil veinte, emitido por la tesorera Municipal del H. Ayuntamiento de Villa  de Reyes, San Luis Potosí, que obra a fojas 287 del presente sumario, el cual se encuentra dirigido a la Síndico, por medio del cual las demandadas argumentaron que el descuento se había efectuado por virtud de la solicitud formulada de manera económica por la aquí actora, en relación al apoyo por parte del Ayuntamiento para que le autorizara un préstamo con cargo a su quincena para cubrir la operación de su menor hijo, sin embargo dicho documento es un comunicado interno entre autoridades, el cual no constituye un acto administrativo que deba cumplir con los elementos y requisitos establecidos en los numerales 164 y 165 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que no forma parte de un procedimiento, ni es susceptible de notificarse a particular alguno.

Ahora bien, en sus conceptos de impugnación, la parte actora sustancialmente refiere que el descuento efectuado en su perjuicio, se realizó sin mediar procedimiento, y sin que  lo determinara la autoridad competente, por lo que al efectuarlo, es indudable que se violentó su derecho de audiencia y debido proceso que se establece en su favor los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese sentido, las autoridades demandadas al producir su contestación de demanda en lo conducente manifestaron que:

“…la aquí actora solicito en el mes de febrero de 2019, apoyo para que su menor hijo fuera atendido en el servicio médico, pero al diagnosticársele que ocupaba de una operación la cual no cubría el servicio médico que se le presta a los trabajadores y al cabildo municipal, la C. **********, solicito de  manera económica apoyo por parte del Ayuntamiento para que le autorizara un préstamo con cargo a su quincena para cubrir la operación de su hijo, una vez que la Presidenta Municipal dio la indicación de la autorización se empezaron a realizar las transferencia (sic) a favor de**********., para el pago de los gastos médicos generados al menor**********, menor de la aquí actora…lo cual se acredita con las documentales que se adjuntan para constancia legal…”
En el presente juicio, las autoridades demandadas con respecto a los descuentos de que se duele la parte actora, efectuados de manera quincenal a partir del 01 de octubre de 2019, ofertaron como medios de prueba los siguientes:

1. Constancia médica a nombre del menor**********, de fecha  de enero del 2019, que emite el Doctor ********** (ver foja 217)
2. Folio médico del desglose de costos ($98,000.00 Noventa y ocho mil pesos 00/100 m.n.), del paciente **********signado por el Doctor ********** (ver foja 218)
3. Factura ********** de fecha 05 de abril de 2019, por la cantidad de $14,227.33 catorce mil doscientos veintisiete pesos 33/100 m.n.), emitida por**********., paciente**********, facturada al Municipio de Villa de Reyes (ver foja 220)
4. Auxiliares de cuentas del 01 de enero de 2019 al 31 de diciembre de 2019, y del 01 de enero de 2020 al 30 de junio de 2020, del Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí, con fecha de impresión 21 de agosto de 2020 (ver fojas 221 y 222)

5. Impresión de Corrección de registro factura**********, servicio de hospitalización y atención médica a Hijo de la Regidora ********** (ver foja 223)
6. Comprobante de transferencia SPEI por la cantidad de $95,920.00 (ver foja 224)

7. Factura**********, de fecha 7/1/2019, que emite **********a favor del Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí (ver foja 225)

8. Memorándum **********de 12 de abril de 2019, que emite el Secretario General del Ayuntamiento de Villa de Reyes San Luis Potosí, dirigido a la Tesorera Municipal de dicha municipalidad, mediante el cual solicita la liberación de pago por la cantidad ahí precisada,  a nombre de**********., para cubrir adeudo por atención médica a**********, hijo de **********Regidora del Ayuntamiento (ver foja 226)

9. Credencial para votar expedida a favor de la aquí actora, por el Instituto Nacional Electoral (ver foja 227)
10. Comprobante de operación transferencia interbancaria del Banco**********, como Titular el Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí, y beneficiario**********. (ver foja 228)
11. Copias certificadas de los Recibos de pago a favor de la aquí parte actora, en el puesto de Segundo Regidor Constitucional, del Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí, de los períodos quincenales 01/oct/19-15/oct/2019, 16/oct/19-31/oct/2019, 01/nov/19-15/nov/2019, 16/nov/19-130/nov/2019, 01/dic/19-15/dic/2019, 15/dic/19-31/dic/2019 , 01/Ene/2020 -15/Ene/2020 y16/Ene/2020-31/Ene/2020 (ver fojas 229 a 236)
No obstante, de los anteriores medios de prueba mencionados, las autoridades demandadas en modo alguno acreditan los argumentos planteados en vía de contestación de demanda, en los términos transcritos en párrafos anteriores, toda vez que afirmaron que la demandante en el presente juicio solicito un préstamo con cargo a sus ingresos a la Tesorería Municipal, por virtud de que uno de sus hijos tuvo un accidente y ocupaba de manera urgente la cantidad de $95,920 (noventa y cinco mil novecientos veinte pesos 00/100 m.n.), por lo que realizó la transferencia bancaria para el pago de factura ********** por concepto de hospitalización y atención médica al menor hijo de la actora, de lo cual derivo un adeudo que genero descuentos a la parte actora; por lo que correspondía a éstas la carga de la prueba en dicha medida.
Ahora bien, conforme al principio de idoneidad de la prueba, que se rige a su vez, por el principio de expeditez en la administración de justicia y de economía procesal, consiste en que la prueba sea el medio apropiado para probar el hecho que se pretende demostrar (solicitud de la parte actora en relación al apoyo de gastos médicos, y en consecuencia los descuentos a sus ministraciones para cubrir dicho apoyo, así como la autorización del apoyo peticionado, y los descuentos correspondientes), de modo tal que ninguna de las pruebas reseñadas en párrafos anteriores, que fueron aportadas por las demandadas cumple con las exigencias anotadas.   
Y tomando en consideración que, la parte actora en su escrito inicial de demanda negó categóricamente haber solicitado apoyo para gastos de hospital de una persona a cargo del presupuesto municipal, toda vez que argumento la inexistencia de solicitud alguna para el otorgamiento de apoyo de gastos médicos, ni mucho menos la existencia de orden de autoridad mediante la cual se autorizara el descuento a sus ministraciones por dicho apoyo; por lo que ante la negativa de la parte actora, en el sentido anotado, la autoridad debe demostrar con toda claridad y precisión lo contrario es decir, los motivos o causa generadora de los descuentos, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la autorización de los descuentos, que sostiene en su contestación de demanda, al señalar de manera precisa que “Dichos descuentos se originan de una deuda contraída por la aquí actora y que fue pagada en su momento  a costa del erario municipal y a petición de la misma”, razón por la cual correspondía a la autoridad demandada la carga de la prueba, sin que en el caso haya aportado elemento de prueba idóneo a fin de cumplir con su carga probatoria.
A este respecto, la demandada acompaña a su contestación de demanda, entre otros elementos de prueba las copias certificadas de los recibos de pago a favor de la aquí parte actora, en el puesto de Segundo Regidor Constitucional, del Municipio de Villa de Reyes, San Luis Potosí, de los períodos quincenales 01/oct/19-15/oct/2019, 16/oct/19-31/oct/2019, 01/nov/19-15/nov/2019, 16/nov/19-130/nov/2019, 01/dic/19-15/dic/2019, 15/dic/19-31/dic/2019, 01/Ene/2020 -15/Ene/2020 y 16/Ene/2020-31/Ene/2020, los que adquieren valor probatorio pleno conforme lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, de los que se advierten diversos descuentos, concretamente en el apartado de deducciones el concepto de “Préstamo empresa”, siendo omisa en su escrito de contestación, en aportar medio de prueba que justificara la existencia  de los  actos previos que generaron los descuentos, a efecto de desvirtuar dicha negativa, máxime que ante la negativa de su existencia del acto libera a quien la afirma la necesidad de probarla, pues, lógicamente, no es factible demostrar lo que se ha negado.

Por lo que, en el caso, no existe dato alguno que acredite la existencia de un adeudo por parte de la actora, a favor del Ayuntamiento, por concepto de erogaciones de gastos médicos, a virtud del cual se generaran los descuentos de que se duele la accionante, dado que las pruebas que aportaron en este juicio las demandadas Presidente, Síndico y Tesorera, todos del H. Ayuntamiento de Villa de Reyes, San Luis Potosí, son insuficientes para acreditar la existencia del adeudo con el Ayuntamiento y la autorización respectiva de los descuentos correspondientes, realizados a la actora, los cuales son motivo de inconformidad, lo que de suyo genera que en esta instancia no quede acreditado el sustento que dio origen a los descuentos controvertidos.
Sirve de apoyo el Criterio de la Novena Época,  Registro: 168192,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXIX, Enero de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A. J/45, Página: 2364, que dice: 

CARGA DE LA PRUEBA EN EL JUICIO DE NULIDAD. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD CUANDO LOS DOCUMENTOS QUE CONTENGAN LAS AFIRMACIONES SOBRE LA ILEGALIDAD DE SUS ACTUACIONES OBREN EN LOS EXPEDIENTES ADMINISTRATIVOS QUE AQUÉLLA CONSERVA EN CUSTODIA. El artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria al juicio de nulidad, establece que el actor está obligado a probar los hechos constitutivos de su acción. Sin embargo, en el ámbito del derecho administrativo opera un principio de excepción que obliga a la autoridad a desvirtuar, inclusive, las afirmaciones sobre la ilegalidad de sus actuaciones que no estén debidamente acreditadas mediante el acompañamiento en autos de los documentos que las contengan, cuando éstos obren en los expedientes administrativos que aquélla conserva en custodia. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
Por lo que en ese sentido, los elementos de prueba aportados por la demandada, no acreditan de manera alguna los extremos de su contestación, por lo que en tales condiciones deja en estado de indefensión a la parte actora, al no exhibir las autoridades enjuiciadas los documentos que justificaran la autorización de los descuentos que aduce fueron peticionados por la demandante, para estar en aptitud de poder formular su defensa, e impugnar el contenido de los documentos; ello ante la falta de elementos probatorios respecto de la  existencia de solicitud por escrito de la parte actora y la orden de autoridad en la que se hubiere determinado el adeudo de la actora, y en consecuencia el descuento correspondiente, máxime las afirmaciones que producen las demandadas en vía de contestación de demanda, y el deber procesal de las autoridades en relación a las argumentaciones producidas, a fin de otorgar la oportunidad de defensa de la parte actora.
Dado  el incumplimiento de la demandada, en relación a la carga de la prueba sobre los extremos que le correspondía justificar, siendo que estaba obligada a rendir medios de convicción, ante la negativa de la parte actora en relación a haber solicitado apoyo para gastos de hospital de una persona a cargo del presupuesto municipal, toda vez que argumento no existir solicitud por escrito para que se efectuara descuento alguno, ni mucho menos existir orden de autoridad que determinara el descuento a sus ministraciones; por lo que ante la determinación de realizar los descuentos de mérito, la enjuiciada actúa de manera ilegal, dejando en estado de indefensión a la actora, pues no logra demostrar la existencia de adeudo contraído por la parte actora con el Ayuntamiento de Villa de Reyes, San Luis Potosí, por concepto de erogaciones por gastos médicos, por virtud del cual se hayan generado los descuentos a la accionante.

En ese contexto, si la Demandada no logró demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados por la Actora, lo que se traduce en que no se probó en este juicio por parte de la Demandada, la existencia de un adeudo por concepto de erogaciones por gastos médicos, entre el Ayuntamiento y la actora, a virtud de una petición de ésta, y del cual derivan los descuentos efectuados a sus ministraciones; debe sostenerse que los descuentos de que se duele la parte actora, no tienen sustento en documentación comprobatoria alguna, en los términos que afirmó la autoridad demandada, lo que genera por ende que los descuentos  que se impugnan, sean ilegales, en virtud de la inexistencia de solicitud formulada por la actora en relación a un préstamo para gastos médicos,  así como de la autorización de la enjuiciada respecto de dicha petición, de la que se deriven los descuentos que le fueron efectuados a sus ministraciones; por lo que dichos descuentos devienen de ilegales.

En ese orden de ideas, resulta procedente el concepto de impugnación vertido en contra de los descuentos efectuados a las ministraciones de la actora, a partir del 1° de octubre de 2019, hasta la segunda quincena del mes de enero de 2020, dada la inexistencia de la documentación que sustente la solicitud formulada por la actora en relación a un préstamo para gastos médicos,  así como de la autorización de la enjuiciada respecto de dicha petición, de la que se deriven los descuentos efectuados, lo que trae como consecuencia que la actuación de la autoridad sea tachada de ilegal. 
En ese sentido, al no quedar acreditado lo que sirve de sustento para la realización de los descuentos de que se duele la accionante, como lo es la existencia de un adeudo por concepto de erogaciones por gastos médicos, entre el Ayuntamiento y la actora, a virtud de una petición de ésta, y del cual derivan los descuentos efectuados a sus ministraciones, en esta instancia, por la omisión de la autoridad de exhibir las pruebas idóneas para ello, nos encontramos ante un vicio de fondo, al ser un aspecto del acto impugnado que constituye su premisa esencial, lo que de suyo genera que se actualice la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que los hechos que lo motivaron no quedaron acreditados en este juicio, resultando procedente, conforme a lo establecido en los numerales 251, primer párrafo, y 252, primer párrafo, del mismo Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dejarlo sin efecto y declarar la NULIDAD TOTAL de los descuentos controvertidos, efectuados a las ministraciones de la accionante, a partir del 1° de octubre de 2019, hasta la segunda quincena del mes de enero de 2020, que se comprenden en los recibos de pago a favor de la actora, respecto, de los períodos quincenales comprendidos del 01/oct/19-15/oct/2019, 16/oct/19-31/oct/2019, 01/nov/19-15/nov/2019, 16/nov/19-130/nov/2019, 01/dic/19-15/dic/2019, 15/dic/19-31/dic/2019, 01/Ene/2020-15/Ene/2020 y 16/Ene/2020-31/Ene/2020.
En virtud de las conclusiones alcanzadas, y toda vez que ya se declaró la nulidad total del acto impugnado en el presente juicio, resulta innecesario analizar los restantes argumentos que hace valer la parte actora en su escrito inicial de demanda, sin que ello sea violatorio de los principios de exhaustividad y congruencia, toda vez que su estudio no irrogaría un mayor beneficio a la demandante que el obtenido en los términos de este fallo. 
Con base en lo anteriormente señalado y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la NULIDAD TOTAL del acto impugnado, consistente en los descuentos efectuados a las ministraciones de la accionante, a partir del 1° de octubre de 2019, hasta la segunda quincena del mes de enero de 2020, que se comprenden en los recibos de pago a favor de la actora, respecto, de los períodos quincenales comprendidos del 01/oct/19-15/oct/2019, 16/oct/19-31/oct/2019, 01/nov/19-15/nov/2019, 16/nov/19-130/nov/2019, 01/dic/19-15/dic/2019, 15/dic/19-31/dic/2019, 01/Ene/2020-15/Ene/2020 y 16/Ene/2020-31/Ene/2020.
Al ser fundado el concepto de impugnación previamente analizado, esta Sala Unitaria se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes conceptos de impugnación que aduce la parte actora, en virtud de que cualquiera que fuere su resultado en nada variaría el sentido del presente fallo, ni obtendría un mayor beneficio al ya alcanzado.
Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.
Asimismo, sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer Tribunal  Colegiado del Segundo Circuito, Octava Época, del Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:
CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.
Por último, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, a fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados con el acto impugnado; en su oportunidad procesal, una vez que cause estado esta sentencia definitiva, se ordena a las autoridades demandadas, realizar la devolución de los descuentos efectuados por concepto de “préstamo empresa”, a partir del 1° de octubre de 2019, hasta la segunda quincena del mes de enero de 2020, por las cantidades que se precisan en los recibos correspondientes, exhibidos por la autoridad demandada, visibles a fojas 229 a la 236 del presente sumario, descuentos los cuales han sido declarados nulos.
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 228 y 229, interpretados a contrario sensu, así como en los diversos 249, 250, fracción IV, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Ha resultado infundada la causal de improcedencia y sobreseimiento planteada por la demandada, por lo que no se sobresee en el presente juicio.

TERCERO.- La parte actora probó los extremos de su acción, en consecuencia;
CUARTO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del acto impugnado, por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo; y para los efectos precisados en la parte final del Considerando Sexto de esta resolución.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y mediante oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de la presente resolución.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Antonio Martínez Portillo, que autoriza y da fe.- (rúbricas)
	Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.




	

	


